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Políticas públicas de memoria en el País Vasco (1979-2014): 
olvidando a las víctimas del franquismo

Unai Belaustegi
UPV/EHU1

En el trabajo que presentamos a continuación proponemos una primera reflexión 
sobre las políticas públicas llevadas a cabo en la Comunidad Autónoma del País 
Vasco (en adelante CAPV) relativas a las víctimas del franquismo, desde 1979 hasta 
la creación de Gogora en 2014, el Instituto de la Memoria, Convivencia y Derechos 
Humanos.

Los debates que hemos presenciado recientemente en torno a las leyes de me-
moria democrática tanto a nivel estatal como en la CAPV reflejan en qué medida 
el pasado sigue condicionando nuestro presente. La sociedad o partes de ella se 
refieren, a menudo, al período iniciado en 1936 (o incluso a 1931) para justificar, 
comprender o explicar su situación actual.

Los franquistas eternizaron con la ley aquello que habían conquistado con el 
uso de la fuerza. Perpetuaron un discurso sobre vencedores y vencidos. Una pro-
paganda implacable condenó a todos los que escogieron mal. A partir de entonces, 
solo existió una manera de ser español. 

Una ley preconstitucional, la conocida como Ley de Amnistía (1977), se convir-
tió en el centro donde pivotarían el resto de las leyes y reales decretos al respecto. 
Es cierto que una gran mayoría vio en esa ley la ocasión perfecta para sacar de las 
cárceles o traer del exilio a los familiares y amigos víctimas de la represión.2 Ahora 
conocemos también cuáles eran las condiciones que se incluían en su reverso.3

1   COD. IT-1883-26. EFA264/06 MITHIC (POCTEFA 2021-2027).
2   Las palabras de Xabier Arzallus (PNV) en el Congreso ilustran dicho compromiso: «imprescindible para ir 

olvidando los conflictos pasados y poder establecer la mínima concordia necesaria», Diario de Sesiones, Congreso 
de los Diputados (en adelante CDD), 14.09.1977, n. 8, 201. Ramón Jáuregui (PSOE) expresó una idea parecida; 
Omar G. Encarnación, Democracy without justice in Spain. The Politics of Forgetting, University of Pennsylvania 
Press, Pennsylvania, 2014, p. 50.

3   Interesantes revisiones sobre la transición en, Sophie Baby, El mito de la transición pacífica. Violencia y 
política en España 1975-1982, Akal, Madrid, 2012; Omar G. Encarnación, Democracy without justice…



218 |	 UN SÉCULO DE NACIÓNS. GALICIA, EUSKADI E CATALUNYA

Por ejemplo, un año después, se renovó la ley de 1968 de Secretos Oficiales y 
se cerraron los archivos para salvaguardar la seguridad del Estado y los intereses 
fundamentales de la nación.4 En apenas dos páginas, lograron condicionar el acceso 
a la documentación clave que permite conocer los entresijos del sistema. También 
supuso, como veremos, un obstáculo casi insalvable para muchas víctimas. 

Así, después de años de sufrimiento y castigo, ni habría juicios para los per-
petradores ni reconocimiento público para las víctimas. Los responsables nunca 
tuvieron que dar ninguna explicación. Todo lo que había sucedido estuvo mal. Uno 
de los períodos más trágicos de nuestra historia reciente caería en el olvido, o en la 
desmemoria.5 Quizás, esto ayudó en la construcción de una nueva sociedad post-
franquista, pero no cabe duda de que, a su vez, condicionó durante años la manera 
de entender, explicar y legislar el presente.6 

Del reconocimiento económico al reconocimiento social (1975-2004)

Hasta la entrada en el nuevo milenio, las principales características de las normas 
estatales y autonómicas fueron dos: casi todas tuvieron que ser renovadas y desa-
rrolladas después de que las víctimas denunciaran la (doble) discriminación que 
sufrían por las dificultades de ser reconocidas como tales, y ese reconocimiento 
fue exclusivamente económico.7 Las leyes publicadas en 1976, 1978, 1979 y 1984, son 
buenos ejemplos de ello.8

4   Ley 48/1978, de 7 de octubre, por la que se modifica la Ley de 5 de abril de 1968, sobre Secretos Oficiales. 
5   Primo Levi hablaba sobre el dolor que puede provocar el ejercicio de recordar en, Los hundidos y los sal-

vados, Península, Barcelona, 2014. 
6   Juliá, Santos: «Echar el olvido», El País, 15.06.2022.
7   Acertadamente, el profesor Urquijo señala que los pagos realizados por las instituciones durante las pri-

meras décadas, hay que entenderlos más como ayudas sociales que como indemnizaciones. Esto último, hubiera 
supuesto «un reconocimiento implícito de la falta de legitimidad de las autoridades que aplicaron estas penas»; 
Mikel Urquijo, «La memoria negada: la encrucijada de la vía institucional en el caso del Gobierno Vasco y las víc-
timas del franquismo», Hispania Nova: Revista de historia contemporánea, 6 (2006), <http://hispanianova.rediris.
es/6/dossier/6d002.pdf> (consultado el 7 de julio de 2022). 

8   Ley 37/1984, de 22 de octubre; de reconocimiento de derechos y servicios prestados a quienes durante la guerra 
civil formaron parte de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden Público y Cuerpo de Carabineros de la República. 
Ley 18/1984, de 8 de junio, sobre reconocimiento como años trabajados a efectos de la Seguridad Social de los periodos 
de prisión sufridos como consecuencia de los supuestos contemplados en la ley de amnistía de 25 de octubre de 1977; 
Informe general de la comisión interministerial para el estudio de la situación de las víctimas de la guerra civil y del 
franquismo, 28.07.2006, 5. Sobre este tema, consultar, por ejemplo, Paloma Aguilar Fernández, «Justicia, política 
y memoria: los legados del franquismo en la transición española» en Las políticas hacia el pasado. Juicios, depu-
raciones, perdón y olvido en las nuevas democracias, ed. Alexandra Barahona de Brito, Paloma Aguilar Fernández 
y Carmen González Enríquez, Istmo, Madrid, 2002, 135-194; ídem, Políticas de memoria y memorias de la política 
(Alianza Editorial: Madrid, 2008); página web de la Asociación para la Recuperación de la Memoria Histórica: 
<https://memoriahistorica.org.es/2-2-pensiones-e-indemnizaciones/> (consultado: 11.11.2022).
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La primera ley de la CAPV llegó en 1983, tres años después de la sesión inaugural 
del Parlamento Vasco. En ella se reconocían algunos derechos para el personal que 
prestó servicios a la administración vasca entre el 7 de octubre de 1936 y enero de 
1978. La ley era muy limitada y los únicos beneficiarios serían aquellos descritos en 
otra de 1981: básicamente, el círculo estrecho del primer Gobierno Vasco y Lehen-
dakaritza entre 1937 y 1978.9 La ley dejó fuera a la mayoría de las víctimas, incluido el 
personal administrativo que prestó sus servicios durante ese período. La ley, además, 
sentenciaba que el Gobierno Vasco era una víctima más de la guerra.10 

En 1985, después de la «experiencia adquirida», el Parlamento Vasco acordó otra 
ley que completaba la anterior en cuatro aspectos significativos. Lo más destacado 
quizás era que reconocía que los beneficiarios habían sido solo «los altos cargos 
sobrevivientes» y que no se habían cumplido «algunas expectativas». En contra, no 
ofrecía ninguna solución al respecto.11 Al final, en 1986, Gobierno Vasco extendió las 
ayudas económicas al personal del propio Gobierno «en cualquiera de sus niveles».12 

Hasta la entrada en el nuevo milenio, el Parlamento Vasco no elaboró ninguna 
otra norma, con la salvedad de una ley aprobada en 1994 y que se analizará des-
pués. En el Estado, solo se aprobaron una ley, un real decreto sobre la «memoria 
histórica» en referencia a colectivos muy concretos y otro sobre el patrimonio de 
los sindicatos.13 

El real decreto era una modificación de dos normas de 1985 y de 1984 que ha-
cían referencia a las pensiones de los ex militares y carabineros de la república. 
Hablaba sobre las «demandas» que recibió la norma, sobre las «dificultades» en su 
ejecución y reconocía que tanto las leyes de 1978 y 1980 como la de amnistía habían 
concedido un «trato desigual» a militares profesionales que pasaron directamente 
a «retirados».14 Más allá de estas decisiones, destaca quizás que en el Congreso se 
pudieron escuchar, a raíz de las propuestas de los representantes catalanes, las pri-
meras alusiones al reconocimiento «moral» de las víctimas.15

9   Ley 7/1981, de 30 de junio, sobre Ley de Gobierno, p. 10. En 1988, el artículo 37 de esta ley que, también hacía 
referencia la ley de 1983, fue derogada; Ley 14/1988, de 28 de octubre, de retribuciones de Altos Cargos. 

10   Ley 11/1983, de 22 de junio, sobre derechos profesionales y pasivos del personal que prestó servicios a la Admi-
nistración Autónoma del País Vasco, p. 2268. 

11   Ley 8/85 de 23 de octubre. 
12   Decreto legislativo 1/1986, de 13 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de los Derechos Profesionales 

y Pasivos del personal que prestó sus servicios a la Administración Autónoma del País Vasco. 
13   Santiago Hernández Castrillo (ed.), Recopilación de normativa sobre Memoria Histórica (Ministerio de 

Justicia: Madrid), 2010. 
14   Ley 24/1986, de 24 de diciembre, de rehabilitación de militares profesionales. Real Decreto 2559/1986, de 12 de 

diciembre, de modificación del artículo 11, número 2, del Real Decreto 1033/1985, de 19 de junio. 
15   Informe general de la comisión interministerial para el estudio de la situación de las víctimas de la guerra 

civil y del franquismo, 28.07.2006, 5.
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Durante la cuarta legislatura liderada por el presidente Felipe González (1989-
1993), las cosas no variaron en la CAPV, aunque las consecuencias de varias políti-
cas fallidas arrastraron a las comunidades autónomas durante toda una década. En 
los presupuestos de 1990, el Gobierno central quiso compensar económicamente a 
los mayores de 65 años que habían sufrido la privación de su libertad. Se recibieron 
más de 100 000 solicitudes y fueron rechazadas casi la mitad: 41 162. El 92 % de 
los rechazos se produjeron porque los solicitantes no habían justificado adecua-
damente su condición de víctima. Ante aquella situación fueron las comunidades 
autónomas las que intentaron resolver el problema. Pero el rechazo siguió siendo 
mayoritario: por ejemplo, en Aragón fueron rechazadas el 53 %.16

La única excepción a la inacción institucional en esa década en la CAPV llegó 
mediante la citada ley de 1994: se acordó hacer una referencia a la colectividad vas-
ca en el extranjero. En la exposición de motivos, la ley recogía que hubo muchos 
vascos que tuvieron que exiliarse durante la guerra civil. Concluía que ese exilio 
era consecuencia de las ansías vascas de defender la «libertad y la democracia».17

Cuando en 1996, el Partido Popular (PP) ganó las elecciones y José María Aznar 
fue elegido presidente del Gobierno, la cuestión cogió un nuevo rumbo. Desde en-
tonces, la manera en la que se ha encarado el pasado reciente y el reconocimiento 
a las víctimas cambiaron para siempre. No porque aquella legislatura (1996-2000) 
fuera prolífica en relación con las leyes de la memoria, pero sí por las reacciones 
que provocó. 

El decreto mas importante de los tres que se aprobaron fue, sin duda, el de la 
apertura del Archivo General de la Guerra Civil Española en 1999.18 Otra ley de 
1998, en cambio, la de Restitución y Compensación a los Partidos Políticos por 
los bienes y derechos incautados entre 1936 y 1939, que sería completada con otro 
decreto al año siguiente, demostró que cuando se quería legislar con propiedad, sí 
era posible.19 

La primera legislatura del PP, además, inició el proceso de la conquista social 
por los derechos de las víctimas de la represión franquista. Este hecho sucedió, en 

16   Comisión Interministerial para el estudio de la situación de las víctimas de la Guerra Civil y el franquismo. 
Informe General, Madrid, 28.07.2006, Anexo 2: Actuaciones de las Comunidades Autónomas. Consultar también, 
Mikel Urquijo, «Memoria y olvido de las víctimas del franquismo. Una propuesta para Bilbao», Bidebarrieta, 18 
(2007), pp. 48. 

17   Ley 8/1994, de 27 de mayo, de relaciones con las colectividades y centros vascos en el exterior de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco. 

18   Real Decreto 426/1999, de 12 de marzo, de creación del Archivo General de la Guerra Civil Española.
19   Real Decreto 610/1999, de 16 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 43/1998, de 15 de di-

ciembre, de Restitución o Compensación a los Partidos Políticos de Bienes y Derechos Incautados en aplicación de la 
normativa sobre responsabilidades políticas del período 1936-1939; Informe general de la comisión interministerial…, 
28.07.2006, p. 65 y ss. 
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parte, como respuesta a las inexistentes políticas públicas y al modo en que trataba 
este partido el pasado reciente.20 

En aquel momento, además, entró en juego otro factor: ETA. El secuestro y 
posterior asesinato del concejal del PP, Miguel Ángel Blanco, «provocó una reac-
ción ciudadana inédita hasta la fecha». Las víctimas de ETA «convertidas en sujeto 
político», adoptaron una presencia social desconocida hasta entonces. Y los legisla-
dores comenzaron a actuar según el nuevo contexto. El acuerdo antiterrorista entre 
el PP y el PSOE (2000), lo dejó muy claro: «las víctimas del terrorismo constituyen 
nuestra principal preocupación».21 Esto desembarcaría, más pronto que tarde, en 
un marco legislativo novedoso, que hiciera referencia a «todas» las víctimas: las de 
la guerra, la dictadura y del «terrorismo», si bien es cierto que la equiparación real 
entre todas ellas está por llegar.22 

A partir de febrero del año 2000, ya con el PP acaparando mayorías en ambas 
cámaras, se intensificaron las críticas hacia las políticas de memoria.23 Estaba claro 
que era casi imposible llevar a cabo cualquier iniciativa legal sobre las víctimas del 
franquismo en el Congreso. Aunque hubo excepciones: en el año 2001, por ejemplo, 
el PNV impulsó una proposición no de ley para «condenar» el golpe militar de 1936. 
También hubo otra propuesta sobre el Valle de los Caídos. Pero la mayoría de las 
iniciativas (más de una docena en total) fueron tumbadas con los votos en contra 
de la bancada popular.24 

Las políticas de memoria en la CAPV comenzaron a cambiar durante la segun-
da legislatura de Juan José Ibarretxe (PNV, 2001-2005). En total, se promulgaron 
los tres decretos sobre la represión franquista que analizaremos a continuación. 
El cuarto decreto llegó, como se verá, en el 2006. En todos ellos se aprecia cómo, 
por primera vez, se ponía el foco en la necesidad de un verdadero reconocimiento 
social hacia las víctimas. 

20   Francisco Espinosa Maestre habla de un «resurgir de la memoria» en Lucha de historias, lucha de memorias, 
Aconcagua Libros, Sevilla, 2015, p. 108 y ss.

21   Raúl López Romo, Informe Foronda. Los contextos históricos del terrorismo en el País Vasco y la considera-
ción social de sus víctimas. 1968-2010, Gobierno Vasco, Instituto Valentín de Foronda, UPV/EHU, Vitoria-Gasteiz, 
2014, p. 92. 

22   En 1984 se promulgó la ley que hacía referencia explícita a las «víctimas del terrorismo»: Ley Orgánica 
9/1984, de 26 de diciembre, contra la actuación de bandas armadas y elementos terroristas y de desarrollo del artículo 
55.2 de la Constitución. La comparativa de los marcos legales referentes a las víctimas en Jon-Mirena Landa Goros-
tiza, «Políticas de victimas de la violencia política en España y el País Vasco: una reflexión a la luz del holocausto», 
Revista General de Derecho Penal, 29 (2018), p. 19 y ss. 

23   Por ejemplo, hacia las ayudas económicas concedidas a la Fundación Francisco Franco; Público, 24.05.2017. 
24   Guillermo Gómez Calderón, «El uso del pasado reciente del PNV en el Congreso de los Diputados. 1977-

2015», Brocar, 45 (2021), p. 167. Sintomático un titular aparecido en El Mundo el 14.02.2001: «El PP rechaza la 
condena al franquismo y a ETA propuesta por PNV, PSOE e IU». 
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Así, en noviembre de 2001 el Parlamento Vasco retomó una cuestión pendiente 
que arrastraba desde 1990: instaba al Gobierno Vasco a regular las ayudas públicas 
y reconocer a todos aquellos que sufrieron cárcel y persecución durante la dicta-
dura y que no se beneficiaron de la normativa estatal.25 Como consecuencia de este 
acuerdo, el Gobierno Vasco promulgó dos normas más en 2002 y 2003.26

La del 2002 se refería directamente al «reconocimiento» y la «compensación 
económica» de los docentes que trabajaron en las Ikastolas (centros donde se es-
tudia en euskera) hasta el curso 1967-1968. La ley hablaba de lo «arriesgado» del 
contexto, de la «precariedad» y de la «dura clandestinidad» a la que se enfrentaron 
los que hicieron posible la enseñanza en euskera en tiempos de la dictadura. Por 
muy extraño que parezca, no contemplaba la cuantía de estas compensaciones.27 
Hubo que esperar al año siguiente para ello.28

Entre estas dos leyes sobre los docentes de las ikastolas que hemos analizado, en 
noviembre del 2002, el Gobierno Vasco publicó el decreto sobre la compensación 
económica para aquellos que fueron privados de libertad durante la guerra y la 
dictadura. Esta norma venía a reparar el fracaso de las convocatorias realizadas por 
el Gobierno de Madrid y que habían provocado tantos rechazos. En su introduc-
ción se declaraba «respeto» hacía todas aquellas víctimas mientras precisaba que 
«ninguna indemnización puede devolver a las personas afectadas y a sus familiares 
lo que perdieron (…) en su lucha por las libertades». Era la primera vez que una 
norma de la CAPV recogía tal afirmación. El período de castigo mínimo recibido 
que establecía este decreto era de seis meses, en «cualquier establecimiento peni-
tenciario, disciplinario o campo de concentración». 

Como se ve, la ley parecía tener buenas intenciones, pero cumplir con los requi-
sitos exigidos no fue sencillo. Entre la documentación a presentar se mencionaban 
dos: el certificado expedido por la autoridad penitenciaria civil o militar que acre-
ditara el tiempo en el que estuvo la víctima y el certificado de la decisión «judicial o 
resolución administrativa» que justificara la aplicación de la ley de amnistía (1977) 
sobre los actos por los que fue hecho preso. La resolución de la convocatoria se 
publicó en mayo del 2004 y dejó fuera al 71 % de los solicitantes.

25   Según recoge Urquijo, este acuerdo fue el resultado del proceso iniciado en 1998, cuando se propuso por 
primera vez el reconocimiento a las víctimas; La memoria negada… 

26   Además, las diputaciones de los tres territorios aprobaron varias exenciones del IRPF para aquellos que 
habían sufrido lesiones durante la guerra o habían sido privadas de libertad; Informe general de la comisión in-
terministerial… 

27   Ley 3/2002, de 27 de marzo, relativa al reconocimiento y compensación a quienes impartieron docencia en 
ikastolas con anterioridad a su normalización jurídica. 

28   Decreto 99/2003, de 6 de mayo, de desarrollo de la Ley relativa al reconocimiento y compensación a quienes 
impartieron docencia en ikastolas con anterioridad a su normalización jurídica. En Navarra acordaron una orden 
foral parecida en el 2007. 
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Una vez más, el problema de la doble victimización se hacía evidente: 47 % 
de ellos por no haber podido presentar la documentación exigida.29 La oleada de 
recursos interpuestos en la administración desembocó en que, al final, los benefi-
ciarios aumentaran casi hasta la mitad del total. Era evidente que los legisladores 
mostraban poco interés en ofrecer soluciones eficaces al problema: aprobaban leyes 
de memoria que no cumplían con las expectativas, terminaban dejando fuera a un 
buen número de víctimas y se volvía a aprobar otra ley para desarrollar la anterior 
mientras se pedía perdón por lo sucedido.30 

Aquel mismo año, por otro lado, el Gobierno Vasco acordó junto a la Sociedad 
de Ciencias Aranzadi, crear una Comisión Interdepartamental para ayudar en la 
localización y en la identificación de las personas ejecutadas durante la guerra. 
Supuso un gran avance en la materia: no solo aceleró las exhumaciones, sino que 
permitió socializar la situación que vivían las víctimas del franquismo.31 Gracias al 
convenio, solo en la CAPV se han llevado a cabo medio centenar de exhumaciones 
exitosas, la mayoría de ellas en Bizkaia, que han posibilitado recuperar más de 100 
víctimas. 

El siguiente decreto se publicó en el año 2006, dando continuidad a la tarea 
iniciada por la anterior norma publicada en el 2002 referida a las personas privadas 
de libertad. Esta vez, se incluía, también, a las que participaron en los Batallones 
Disciplinarios de Soldados y Trabajadores.32 Y una vez más, reconocía el fracaso de 
su predecesora y sentía que «la reparación moral que la norma pretendía no haya 
podido llevarse a cabo en estos supuestos, siendo este su objetivo primordial».33 

29   Urquijo, La memoria negada… 
30   Decreto 75/2004, de 4 de mayo, de tercera modificación del Decreto sobre compensación a quienes sufrieron 

privación de libertad por supuestos objeto de la Ley de Amnistía. No es correcto hablar de falta de previsión ya que 
había varias asociaciones que informaban a las autoridades. El hecho de que la cuestión de la memoria estuviera al 
cargo de la consejería de vivienda y asuntos sociales es significativo. El defensor del pueblo en la CAPV «censuró» 
las políticas de Javier Madrazo (IU) por el «maltrato» a los afectados; El País, 15.03.2005.

31   Plan Vasco 2015-20 de investigación y localización de fosas para la búsqueda e identificación de personas 
desaparecidas durante la Guerra Civil, Gobierno Vasco, Vitoria-Gasteiz, 2015. 

32   Los investigadores Edurne Beaumont y Fernando Mendiola tuvieron que demostrar que los diferentes ba-
tallones (BBTT, BDST) funcionaron como centros de reclutamiento y de castigo, y nunca, tal y como consideraba 
el Gobierno Vasco, como períodos de servicio militar; «Batallones disciplinarios de soldados trabajadores: castigo 
político, trabajos forzados y cautividad», Revista de Historia Actual, 2 (2004), pp. 31-48.

33   Decreto 22/2006 de 14 de febrero, por el que se establecen disposiciones para compensar económicamente a las 
personas privadas de libertad, incluida la padecida en Batallones Disciplinarios de Soldados Trabajadores, con las 
mismas condiciones y requisitos regulados en el Decreto 280/2002, de 19 de noviembre, sobre compensación a quienes 
sufrieron privación de libertad por supuestos objeto de la Ley de Amnistía, salvo las modificaciones de procedimiento 
previstas en la presente norma.
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Un reconocimiento «moral» para «todos» (2004-2014)

A partir de abril del 2004, con la llegada de José Luis Rodríguez Zapatero a la 
presidencia del gobierno (PSOE), el problema de la memoria de las víctimas del 
franquismo recibió un importante impulso. En setiembre, por ejemplo, el Congreso 
promovió la creación de una comisión interministerial para estudiar la represión 
de la guerra y de la dictadura. Esa comisión elaboró un informe donde se recogió, 
entre otras cuestiones, un anteproyecto de ley para reconocer a las víctimas y con-
ceder la «satisfacción moral» que se merecían.34 

Aunque el objetivo de esta ley fuera otra, si la comparamos con cualquiera de 
las anteriores, se aprecia claramente cómo refleja un interés mucho mayor en co-
nocer la situación de todas las víctimas y corregir las políticas públicas realizadas 
hasta entonces. La referencia al reconocimiento moral, ya de por sí, muestra una 
sensibilidad mayor a la demostrada por ninguna otra medida precedente. Esto fue 
posible, en gran medida, gracias a la presión ejercida por distintos sectores sociales. 

Por un lado, el período coincidió con varias conmemoraciones redondas rela-
cionadas con aniversarios, como el 70 y el 75 aniversario de la proclamación de la 
república o del inicio de la guerra, o el aniversario de la declaración universal de los 
DD. HH. No cabe duda de que esto ayudó a poner el foco en la memoria reciente 
y quedó reflejado en diferentes leyes promulgadas durante este período.35 Más aún 
cuando se supo que el 17 de marzo del 2006, representantes de 43 países diferentes 
acordaron en la Comisión Permanente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo 
de Europa, «condenar» las graves violaciones de Derechos Humanos sucedidos en 
España entre 1939 y 1975, mientras declaraban el 18 de julio de aquel año como «Día 
oficial de condena del régimen de Franco».36 

Además, en el año 2000 Priaranza del Bierzo (León) fue testigo de la exhuma-
ción de 13 cuerpos de víctimas del 36 (desde luego, no era la primera exhumación, 
pero sí la que recibió mayor atención mediática). Tanto el hallazgo como la forma 
en que se llevó a cabo la exhumación provocaron un gran impacto en la sociedad 
española: había muchos más cuerpos enterrados y ocultados en las cunetas. Fue el 
momento de las movilizaciones sociales. También en la CAPV, donde algunos de 
estos grupos realizaron y siguen realizando una labor muy importante al respecto.37

34   Real Decreto 1891/2004, de 10 de septiembre, por el que se crea la Comisión Interministerial para el estudio 
de la situación de las víctimas de la guerra civil y del franquismo.

35   Varias leyes y decretos hacen referencia directa a estos aniversarios. 
36   El País, 18.03.2006. 
37   Unai Belaustegi y Xabier Irujo, «Making Public Memory: The Public History of the Spanish Civil War 

and the Francoist Dictatorship in the Basque Country (1936-2015)», The Public Historian, 44/2 (2022), pp. 82-95. 
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Estos años de cambio de siglo coincidieron de alguna manera con las genera-
ciones que alcanzaron la mayoría de edad (política).38 Estas generaciones eran los 
«nietos» de la guerra y habían nacido durante la transición o justo después de ella.39 
Ahora, reaccionaban interpelando los acuerdos de aquel período y exigiendo una 
relectura de lo sucedido. Las tensiones sociales aumentaron a raíz de la crisis eco-
nómica que sufrió occidente (2007-2008). Muchos de estos jóvenes, terminarían 
liderando las protestas que dieron paso al 15M. Cada vez se hacía más difícil enten-
der cómo se perdonó a todos los franquistas y cómo estos siguieron controlando 
parte de los poderes del Estado, cómo se mantuvo a un monarca impuesto por un 
dictador, cómo las calles seguían adornadas con símbolos franquistas, o cómo, 
todavía, el propio dictador seguía enterrado en su mausoleo. 

Había que volver a debatir sobre el asunto y corregir los errores cometidos. Más 
aún, cuando el 16 de octubre de 1998, el dictador chileno Augusto Pinochet era arres-
tado en Londres por orden de un juez español. La contradicción estaba servida.40 

En la CAPV, los gobiernos liderados por Ibarretxe pusieron los cimientos para 
las nuevas políticas públicas. El mejor ejemplo fue el plan a favor de la Paz y la 
Reconciliación aprobado en mayo del 2006.41 Este plan de actuación llegaba en 
una nueva coyuntura, después de la declaración de «alto el fuego permanente de 
ETA» en marzo del 2005, y basaba su marco de actuación en el respeto hacia los 
DD. HH. y al «derecho a la vida». Incluía un reconocimiento expreso a las «vícti-
mas del franquismo» y a la «memoria» de los mismos, y comenzó a hablar sobre la 
«violencia de motivación política».42 A partir de entonces, los DD. HH. servirían 
como base para la identificación de las víctimas de cualquier tipo y de cualquier 
período dentro de la CAPV. 

38   Paloma Aguilar Fernández realizó una reflexión muy interesante sobre «la cuestión generacional» en 
relación con la guerra civil; Políticas de la memoria y memorias de la política, Alianza Editorial, Madrid, 2008, 
pp. 30-35. 

39   Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no 
repetición, Pablo de Greiff, 22.07.2014. 

40   Consultar, por ejemplo, Antonio Rivera, «La amnistía de 1977 y los debates sobre el pasado», Clio & Cri-
men, 18 (2021), pp. 155-171. Poco después, el 14 de abril del 2010, la jueza argentina María R. Servini abrió el caso 
sobre los asesinatos franquistas en 1937. La misma jueza tomó declaración en el 2020 a Rodolfo Martín Villa, ex 
político franquista y ex ministro del interior durante de la transición. 

41   «Plan Integral en favor de la Paz y la Reconciliación, que contemple y aglutine todas las actuaciones a 
desarrollar por el Ejecutivo en el ámbito de los derechos humanos», Gobierno Vasco, 22.06.2005. En este plan, 
por ejemplo, se hacían una docena de referencias al «70 aniversario». En el 2007, el Gobierno Vasco impulsaría el 
«Plan vasco de educación para la paz y los Derechos Humanos (2008-2011), que tendría continuidad, entre otros, 
con el «Plan de Paz y Convivencia 2013-2016» (2013). 

42   Ver, Jon-Mirena Landa, Informe sobre Víctimas de Vulneraciones de Derechos Humanos derivadas de la 
Violencia de Motivación Política, Gobierno Vasco, Vitoria-Gasteiz, 2008. Consultar, también, Decreto 1/2011, de 11 
de enero, de modificación del Decreto 31/2009, de 10 de febrero, de creación y regulación del Consejo Consultivo de 
Educación en Derechos Humanos y por la Paz.
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Después, el Gobierno Vasco inició un programa «específico de memoria y ho-
menaje a las víctimas del franquismo». También se construyeron varias esculturas 
por toda la comunidad.43 La ley recogía expresamente la «deuda» contraída desde 
la transición; hablaba de que el «Estado tiene que reparar esta injusticia histórica 
(…) moral y económicamente, el daño causado por la represión y la dictadura 
franquista».44

Entre el 2005 y el 2010, mientras se seguían completando y desarrollando nor-
mas anteriores, se promulgaron en el Estado casi una treintena de leyes y decretos 
relacionados con la cuestión de la memoria de la guerra y de la dictadura.45 Pero 
la decisión más importante de la legislatura de Zapatero en esta materia llegó en el 
2007, con la aprobación de la Ley de Memoria Histórica (sic). Con ella, se quería 
completar un proceso iniciado casi tres décadas atrás. 

Estaba claro que su objetivo era superar la fase de las compensaciones económi-
cas: la categorización de las víctimas era más amplía y promovía una «reparación 
moral y la recuperación de su memoria personal y familiar».46 Además, destaca que 
en la propia ley se admite que todo esto no hubiera sido posible sin «la labor de las 
asociaciones» que, trabajaban por la «dignidad» de las víctimas. 

La ley fue el centro de las críticas que provenían por sectores muy diversos. 
La mayor de ellas, quizás, llegó desde la ONU. Su relator Pablo de Greiff realizó 
un informe sentenciando que, en sus 20 años de experiencia, «nunca» antes se 
había encontrado con una situación parecida.47 Animaba al Estado a mostrar «un 
compromiso decidido» en esta materia mientras defendía la necesidad de «am-
pliar el reconocimiento y la cobertura de los programas de reparación», a todas 
las víctimas.48 

Visto en perspectiva, no cabe duda de que la ley no cumplió ni con las expec-
tativas ni con los objetivos que se propuso. Pero a su favor, hay que recordar que 
sí supuso el inicio de una nueva etapa en materia de memoria de las víctimas del 
franquismo. Por poner un ejemplo más cuantitativo que cualitativo: después de 
aquella ley, se abrió un período fértil donde en solo dos años, 2008 y 2009, se lle-
garon a acordar casi una veintena de normas al respecto. Todas ellas, en conjunto, 
definitivamente, pusieron orden en el enredo legislativo anterior. Las más destacas, 

43   Decreto 22/2006 de 14 de febrero… 
44   Plan Integral en favor de la Paz y la Reconciliación, que contemple y aglutine todas las actuaciones a desarro-

llar por el Ejecutivo en el ámbito de los derechos humanos, Gobierno Vasco, 22.06.2005, pp. 46-49. 
45   Ley 24/2006, de 7 de julio, sobre declaración del año 2006 como Año de la Memoria Histórica.
46   Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en favor 

de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura. 
47   El País, 03.02.2014. 
48   Informe del Relator Especial… 
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quizás, fueron dos órdenes ministeriales: una, dictaminaba la retirada de símbolos 
franquistas de los bienes de la administración, y la otra ordenaba abrir una oficina 
para las víctimas de la guerra y la dictadura.49 

La actitud de Zapatero contrastó con las políticas llevadas a cabo durante el 
mandato de Francisco López como Lehendakari (PSOE, 2009-2012): el Parlamento 
Vasco no aprobó ninguna ley específica relacionada con las víctimas del franquis-
mo. En cambio, sí salió adelante una proposición no ley (31 de marzo del 2011), so-
bre las «víctimas de violaciones de derechos humanos y otros sufrimientos injustos 
producidos en un contexto de violencia de motivación política».50 La propuesta 
recogía la «injusticia» del sufrimiento de las víctimas y la necesidad de restituir la 
«dignidad» de las mismas. 

Dicha propuesta se desarrolló como decreto el 12 de junio de 2012 y terminó 
configurando un marco cronológico e ideológico que ha condicionado las decisio-
nes ulteriores en materia de memoria: se refería a las víctimas de entre 1960 y 1978, 
porque ellas habían sido también víctimas del «olvido institucional». 

Lo que más sorprender de esta ley es que en ningún momento justifica su cro-
nología. Se entiende que el 28 de diciembre de 1978 hace referencia al último día 
antes de que entrara en vigor la constitución.51 En cambio, ¿por qué escogieron el 
año 1960? 

Fue el año en el que mataron a Begoña Urroz, un bebe de 22 meses que murió 
tras estallar una bomba en la estación de tren de Donostia-San Sebastián. Cuando 
este decreto se puso en marcha, una parte de la historiografía y varios actores polí-
ticos achacaban la autoría del atentado a ETA, aunque para entonces ya se conocía 
que el responsable fue el Directorio Revolucionario Ibérico de Liberación (DRIL).52 

Siendo así, sería la primera norma de la CAPV donde la memoria del franquis-
mo estuviera determinada por un acontecimiento «terrorista» o «antifascista» y no, 
por el propio contexto de la dictadura.53 Por ejemplo, en el programa de actuación 

49   Orden CUL/3190/2008, de 6 de noviembre, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 31 
de octubre de 2008, por el que se dictan instrucciones para la retirada de símbolos franquistas en los bienes de la Ad-
ministración General del Estado y sus organismos públicos dependientes; Orden PRE/3749/2008, de 22 de diciembre, 
por la que se da publicidad al Acuerdo de Consejo de Ministros sobre creación de la Oficina para las Víctimas de la 
Guerra Civil y de la Dictadura.

50   Decreto 107/2012, de 12 de junio, de declaración y reparación de las víctimas de sufrimientos injustos como 
consecuencia de la vulneración de sus derechos humanos, producida entre los años 1960 y 1978 en el contexto de la 
violencia de motivación política vivida en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

51   Sobre esta limitación cronológica la ley decía que se dejaba «para un ulterior momento legislativo la exten-
sión de esta política de acompañamiento a las víctimas». En el año 2016, se aprobó la Ley 12/2016, de 28 de junio. 

52   Sobre esto consultar, por ejemplo, el interesante debate historiográfico que mantuvieron Emilio Majuelo y 
Antonio Rivera en Segle xx: revista catalana d’història, n.º 13, (2020).

53   Cabe señalar que las víctimas de la violencia proveniente del Estado (ya sea durante el período franquista 
o constitucional) se han sentido menospreciadas con esta ley, debido a que el término que se usa para explicar 
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2017-2020 de Gogora queda evidente que la mentalidad a la hora de diseñar las 
políticas de memoria del franquismo se basa en esta centralidad «terrorista»: la 
línea temporal que transcurre desde 1960 en adelante, dice estar marcada por «el 
terrorismo de las distintas ramas de ETA, así como el terrorismo del GAL y otros 
grupos de extrema derecha y vulneraciones de derechos humanos causados en un 
contexto de motivación política».54 Los legisladores no tuvieron en cuenta que los 
«hechos de terrorismo (…) con anterioridad a 1968 (…) fueron aislados».55

Como se decía, este decreto terminó determinando (y confundiendo) las futuras 
políticas públicas de memoria.56 La importancia de 40 años de dictadura franquista 
en el devenir de la historia reciente quedó subordinada, al menos en parte, por 
otros acontecimientos que sucedieron dentro de su contexto. Esto ha provocado 
que las víctimas de esa dictadura sufran, de igual manera, cierta subordinación res-
pecto a otras. En lugar de considerar a todas víctimas por igual, parece que deben 
competir entre ellas para que sean reconocidas como tales. Los intereses ajenos a las 
propias víctimas también han tenido mucho que ver en este proceso. En la propia 
creación de Gogora, la presencia de ETA como principal actor en las vulneraciones 
de DD. HH. en la historia reciente del País Vasco es evidente: «Este marco de final 
de terrorismo en Euskadi representa un contexto de oportunidad».57

En cualquier caso, la decisión del Parlamento Vasco de aprobar la ley para la 
creación de Gogora (2014) fue recibida con esperanza. No cabe duda de que la ins-
titución está realizando una importante labor para organizar y reconducir algunos 
trabajos sobre la memoria de las víctimas del franquismo. Aunque todavía falta 
mucho para conocer cómo funcionó exactamente la maquinaria franquista, los 
trabajos que están llevando a cabo sus investigadores son dignos de mención.

su victimización no las equipara al resto de las víctimas. El término en cuestión es «abuso policial». Consultar, 
VV. AA., BegiradaK. Bases compartidas para la construcción social de la memoria en Euskadi, Gogora, Bilbo, 2022.

54   Plan de Actuación 2017-2020. Consejo de Dirección del Instituto de la Memoria, la Convivencia y los Derechos 
Humanos, Gogora-Gobierno Vasco, s. f., 41. 

55   Raúl López Romo, Informe Foronda…
56   Por poner dos ejemplos claros. El trabajo sobre la tortura elaborado por el equipo dirigido por Paco Etxe-

berria comienza en 1960 (aunque los primeros casos de tortura sean anteriores). El equipo de trabajo que elaboró 
las «Bases compartidas para la construcción social de la memoria en Euskadi» (2022), también utilizó la fecha 
de 1960 como inicio del marco cronológico, aunque en la convocatoria, no se especificaba ninguna fecha, solo la 
referencia a «la memoria reciente». 

57   Plan de Actuación 2017-2020. Consejo de Dirección del Instituto de la Memoria, la Convivencia y los Derechos 
Humanos, Gogora-Gobierno Vasco, s. f., p. 8. 
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ediciones trea
estudios históricos la olmeda
Colección Piedras Angulares

O mundo no que se asinou o pacto de Galeusca en 1923 é moi distinto 
do de hoxe. Máis de cen anos despois, cómpre mirar ao pasado para 
revisar as traxectorias dos distintos proxectos de construción nacional 
que convivíron no interior dos estados europeos, de maneira máis ou 
menos con� itiva.

Esta obra colectiva é unha revisión histórica das nacións, das propos-
tas políticas e dos pasados incómodos e con� itivos en Galiza, Euskadi e 
Cataluña. Desde unha perspectiva plural, pensada en Europa e no mun-
do, reúne investigadores e investigadoras  que responden a preguntas da 
historiografía actual: Como se construíron estes proxectos nacionais? 
Que con� ictos articularon este século dende Galeusca? De que maneira 
lidiaron cos pasados incómodos e traumáticos? Que nos ofrece a histo-
ria para o presente e futuro destas propostas políticas?
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